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Falta control en giros a entes privados 

Transferencias de instituciones públicas crecen 87% en cinco años y no hay evaluación de resultados

Mario Bermúdez Vives
A pesar de que las instituciones públicas tienen cada vez menos recursos, crece la cantidad de fondos que envían al sector privado, sin que exista una supervisión adecuada.

Del 2003 al 2008, los presupuestos en el sector público cayeron un 7% en términos reales, mientras las transferencias a entidades privadas aumentaron 87%.

La Contraloría reportó que 89 entidades públicas han girado a 3.165 asociaciones, fundaciones y diversos entes privados unos ¢300.000 millones en ese periodo. El monto pasó de un 0,4% del PIB a un 0,5%.

Se trata de fondos que se trasladan de presupuestos públicos a entes privados, para que realicen servicios públicos en su nombre.

“La Contraloría no ve con malos ojos que haya instituciones privadas ayudando al Estado a cumplir su papel. La pregunta es por la supervisión, quién verifica que se logran los objetivos y la calidad de esos servicios, porque eso es una gran ausencia en esta materia”, comentó la contralora, Rocío Aguilar.

Asignación pendiente

La inquietud fue enfatizada en la última memoria del ente fiscalizador, pero es una tendencia que tiene trillo.

Según el reporte, existen 61 leyes, en su mayoría promulgadas entre 1980 y 2009, que autorizan el traslado de recursos de entidades públicas a privadas.

Anteriores autoridades consultadas comentaron que la alerta no estaba en sus radares.

Jorge Wálter Bolaños, quien fue ministro de Hacienda del 2002 al 2004, comentó que no lo llegó a considerar una preocupación. “El problema de las transferencias se concentraba en las partidas específicas, que se eliminaron. Las transferencias discrecionales no existían, o eran tan pequeñas que no eran un problema”, comentó.

Sin embargo, la tendencia creció en normas que llegaron a generar inflexibilidad, en algunos casos estableciendo en las leyes los porcentajes o montos a transferir en forma fija.

El expresidente del Banco Central, Jorge Guardia, comentó que en estas decisiones debería ponerse marcha atrás. “El monto de las transferencias debe revisarse año con año, en vez de simplemente incluirlas en el presupuesto. Me parecen un abuso que debería replantearse”, dijo Guardia.

Más allá de un problema fiscal, plantea retos en materia de planificación, coherencia de políticas públicas e incluso posible duplicidad de funciones. Son áreas en las que se avanza a ciegas, por la falta de información integrada.

Además, la posibilidad de que se esté construyendo un “Estado paralelo”, fuera de los controles públicos con la excusa de que es la forma de poder hacer, plantea el dilema de que puede terminar por devaluar la fiscalización, o dejarla en aspectos formales.

“Nuestro modelo se ha concentrado más en temas de forma, revisar si se giró el cheque, en lugar de el impacto que tiene el uso de los recursos”, expresó Aguilar.

Se intentó obtener la versión del ministro de Hacienda, Fernando Herrero, sobre este tema, pero no atendió la consulta, a pesar de que desde el 24 de mayo se le hizo la petición.

Acciones por delante

Aguilar asegura que es tiempo de impulsar acciones en dos vertientes.

En el ámbito legal, se debe pasar de normativa dispersa a una integrada, que podría ser una ley de transferencias en la que se especifique la inconveniencia de los montos fijos.

En la esfera administrativa, se requiere de una nueva cultura de transparencia, en la que las instituciones que realizan las transferencias verifiquen que se están logrando los objetivos.

Esta revisión debería incluir la conveniencia de la transferencia, e incluso si el Estado está perdiendo facultades para dirigir políticas públicas.

A manera de ejemplo, debe considerarse que el 80% de las transferencias se concentran en el área social: es decir, se han trasladado ¢240.000 millones en cinco años en este ámbito, sin un monitoreo de si se están logrando los resultados esperados.

Al respecto, el ministro de Bienestar Social, Fernando Marín, declaró que harán una revisión de los instrumentos del Estado para concretar sus objetivos, pero ello será después de afinar las prioridades del sector en este mes.

“Todavía estamos en la planificación y definición de prioridades; ya como se ejecute, será parte de los instrumentos. No vamos a renunciar a ninguno, pero si se hará una evaluación de cuáles son los más eficaces y están cumpliendo sus objetivos”, expresó Marín. No hay meta específica para esta revisión, porque el Ministro alega que dependerá del avance de la estrategia.

Empero, al menos se está poniendo sobre la mesa la posibilidad de evaluar, por vez primera, los resultados de las transferencias. Y no solo en términos cuantitativos.
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